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RESUMEN:  

El presente informe jurídico es respecto a la sistematización normativa en el país, enfocado 

en cómo el Derecho Administrativo aborda un problema en la Seguridad Social, 

específicamente relacionado con el derecho a la pensión de jubilación generada de un 

procedimiento de Libre Desafiliación Informada (en adelante “LDI”). Este problema se 

genera, debido a la falta de uniformidad y normativa, respecto al criterio para establecer la 

fecha de inicio de pensión y fecha de pago de pensión por parte de la Oficina de 

Normalización Previsional (ONP), lo cual perjudicaba a los asegurados debido a la falta de 

normas claras sobre los requisitos para obtener las prestaciones en las fechas estimadas. 

Como consecuencia de diferentes solicitudes de LDI, se establece un recurso de apelación 

contra la resolución de primera instancia. Es así que a partir a partir del caso recaído en el 

Expediente N° 12300282017, con fecha 13 de diciembre del 2018, el TAP aprueba un 
precedente de observancia obligatoria, en el cual establece dos reglas, como primera 

regla, el inicio de la pensión ocurre cuando se presenta la contingencia, es decir, cuando 

el asegurado cumple con lo requerido legalmente para ser elegible para una pensión. 

Respecto al momento en que se realiza el pago de la pensión, se ha establecido como 

regla secundaria que este se efectuará al momento de solicitar la LDI, siempre y cuando el 

asegurado cumpla con los requisitos legales para recibir la pensión. 

De esta manera, las reglas antes mencionadas, posteriormente, fueron incluidas en el 

numeral 11) del artículo 10° del Reglamento Unificado de las normas legales que regulan 

el Sistema Nacional de Pensiones1.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 1file:///C:/Users/tatis/Downloads/H1270933%20(2).pdf recuperado de Sistema Peruano de Información Jurídica (SPIJ) 

file:///C:/Users/tatis/Downloads/H1270933%20(2).pdf
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Palabras claves 
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ABSTRACT 

The present legal report concerns the regulatory systematization in the country, focusing 

on how Administrative Law addresses an issue in Social Security, specifically related to the 

right to a retirement pension generated from a Free Informed Disaffiliation (hereinafter 

"LDI") procedure. This issue arises due to the lack of uniformity and regulations regarding 

the criteria for establishing the pension start date and pension payment date by the Office 

of Pension Standardization (ONP), which adversely affected the insured due to the absence 

of clear rules on the requirements to obtain benefits on the estimated dates. 

As a consequence of various LDI requests, an-appeal was filed against the first-instance 

resolution No. 17854-2018-ONP/DPR.GD/DL19990 dated April 23, 2018. Thus, based on 

the case in File No. 12300282017, dated December 13, 2018, the Administrative Tribunal 

of Pensions (TAP) approved a mandatory precedent, establishing two rules: as the first rule, 

the pension begins when the contingency occurs, that is, at the moment the claimant meets 

the legal requirements to access a pension; and regarding the pension payment date, the 

second rule states that it is established at the moment of requesting the LDI, provided that 

the claimant meets the legal requirements to access the pension. 

These aforementioned rules were subsequently included in paragraph 11 of Article 10 of 

the Unified Regulation of the legal norms governing the National Pension System. 

 

Keywords  

National Pension System, Private Pension System, Office of Pension Standardization, 

Retirement Pensión, Free Informed Disaffiliation. 
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I. DATOS PRINCIPALES DEL CASO 

 

                 EXPEDIENTE  12300282017 

 No. Resolución o sentencia / 
nombre del caso 

        RESOLUCIÓN N°17854-2018-ONP/ DPR.GD/DL19990 (23 
/04/2018) 

RESOLUCIÓN N°3285-2018-ONP/TAP (13/12/2018) 

  Área(s) del derecho sobre las 
cuales versa el contenido del 

presente caso 

DERECHO ADMINISTRATIVO 

SEGURIDAD SOCIAL 

Demandante / Denunciante DANITZA EPIFANIA CRISPIN RODRÍGUEZ 

Demandado / Denunciado OFICINA DE NORMALIZACIÓN PREVISIONAL 

Instancia administrativa o 
jurisdiccional 

INSTANCIA ADMINISTRATIVA 
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II. INTRODUCCIÓN  

 

II.1. Justificación de la elección de la resolución  

 
En el Perú existen dos sistemas previsionales: el Sistema Nacional de Pensiones, 

administrado por la Oficina de Normalización Previsional (ONP), y el Sistema Privado de 

Pensiones, administrado por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), ambos 

brindan cobertura en materia de pensiones. Las AFP cuentan con mayor número de 

afiliados (INEI,2016) como consecuencia a la falta de confianza en las instituciones 

públicas del país, debido al mal manejo de los fondos públicos, la inestabilidad política, 

entre otras razones.  

 
Es así que, considero que el caso elegido es de relevancia jurídica, ya que pone en 

evidencia la problemática y afectación que puede generar la falta de uniformidad y 

regulación de los procedimientos administrativos en la Administración Pública, lo cual se 

evidencia como una de las causas de la falta de confianza en las instituciones públicas, 

puesto que ello genera falta de seguridad jurídica para los administrados e incertidumbre 

sobre el procedimiento que deben continuar. 

 

Es un claro ejemplo por el cual existe ausencia de confianza por parte de la sociedad hacia 

las instituciones públicas. Además, es importante señalar que la Administración Pública 

puede accionar para mejorar esta situación, lo cual se pone de manifiesto en el caso, 

evidenciando cómo el derecho administrativo dirime esta problemática, a través de la figura 

del Precedente de Observancia Obligatoria. 
  

Esta situación destaca la relevancia de una normativa clara y efectiva en la gestión de los 

procedimientos administrativos, ya que la falta de regulación adecuada conduce a la 

incertidumbre jurídica y a la vulneración de derechos fundamentales de los ciudadanos. 

Asimismo, pone de manifiesto la función primordial del derecho administrativo en la 

protección de los intereses públicos y en la garantía de una administración transparente, 

eficiente y justa.  

 

Este caso subraya la necesidad de un marco normativo sólido que asegure la correcta 

aplicación de los principios y procedimientos administrativos, fortaleciendo así el Estado de 

Derecho y promoviendo la confianza de los ciudadanos en las Entidades públicas, puesto 

que en el caso seleccionado, existían diferentes criterios establecidos por la entidad 

responsable de administrar las pensiones del Sistema Nacional de Pensiones (en adelante, 
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“SNP”) para asignar la fecha correspondiente del inicio y el pago de pensiones, lo cual 

generó afectación a la administrada, dado que no existía un criterio establecido 

normativamente, lo cual provocaba falta de seguridad jurídica y eficiencia en los 

procedimientos administrativos, según la elección de criterios por parte de la Oficina de 
Normalización Previsional. 

Es así que, considero que es un asunto muy relevante para todos los administrados, 

especialmente, para los adultos mayores, debido a que en muchos casos dichas pensiones 

constituyen la única fuente de ingreso económico que perciben mensualmente, las cuales 

en su mayoría de casos son insuficientes y dificultan la satisfacción de necesidades básicas 

como alimentación, vivienda y atención médica; asimismo, limitan su capacidad para 

disfrutar de una calidad de vida digna y participar plenamente en la sociedad. Esta situación 

no solo afecta a los pensionistas, sino que también tiene un impacto en sus familias y en 

la cohesión social en su conjunto. 

Es así que es de suma importancia que el Estado tome medidas efectivas para abordar 

esta problemática y garantizar que todos los ciudadanos, especialmente aquellos en su 

etapa de jubilación, puedan vivir con dignidad y seguridad financiera y no generar aún más 

dificultades en ellos. No olvidemos que la pensión posee la naturaleza de ser un derecho 

social de contenido económico2,lo cual le permite ser respetada como parte fundamental 

de la persona, es así que no podría hablarse de libertad ni igualdad social sin calidad de 

vida digna (Montoya, 2008). 

Por todo lo antes mencionado, es de suma relevancia jurídica, social y económica para los 

administrados que  el Tribunal Administrativo Previsional (en adelante, el “TAP”) haya 

aprobado un nuevo precedente de observancia obligatoria, recaída en la Resolución N° 

3285-2018-ONP/TAP publicada el 13 de diciembre del 2018, estableciendo reglas respecto 

a la fecha de inicio de pensión y fecha de pago de pensión, lo cual ha generado efectos 

positivos para los asegurados, puesto que establecer las reglas para las entidades 

previsionales del Sistema de Seguridad Social, públicas y privadas, en lo que respecta, 

garantiza la seguridad jurídica y la igualdad de trato para todos los administrados, teniendo 

en cuenta que estamos frente a un público objetivo vulnerable y lo importante que es para 

ellos obtener una pensión de jubilación que les ayude a cubrir sus necesidades básicas. 

2 Sentencia del Tribunal Constitucional del Expediente 0050-2004-AI/TC y otros.  
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III. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELAVANTES  
 

III.1. Antecedentes 
 

El caso seleccionado para desarrollar el informe jurídico se enfoca en la sistematización 

normativa que existe en nuestro país, a partir de dicha situación se evidencia cómo el 

Derecho Administrativo responde a un problema que se originó en el ámbito de la 

Seguridad Social, específicamente, relacionado al derecho a la pensión.  

 

El problema tuvo su origen en que la Oficina de Normalización Previsional (en adelante, 
la “ONP”) utilizaba diferentes criterios para establecer la fecha de inicio y fecha de pago 

de la pensión, lo cual generaba afectaciones en los asegurados, ya que no existía una 

norma que establecía de forma explícita los requisitos que debían de cumplir los 

asegurados para obtener la prestación solicitada en la fecha que consideraban les 

correspondía. 

 

De esta manera, en la vía administrativa-jurisprudencial, se establecieron diferentes 

criterios para el otorgamiento de tales pensiones. Un primer criterio estuvo relacionado con 

la fecha en la que se emite la resolución de desafiliación de la Superintendencia de Banca, 

Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (en adelante, SBS), la cual 

permite el retorno al SNP. Un segundo criterio tenía en consideración la fecha de solicitud 

de LDI. 

 

Sin embargo, a partir del caso recaído en el Expediente N° 12300282017, con fecha 13 
de diciembre del 2018, el TAP emitió un precedente de observancia obligatoria, el 

cual, posteriormente, fue incluido en el numeral 11) del artículo 10° del Reglamento 

Unificado de las normas legales que regulan el SNP3. 

 

En el precedente, ahora establecido normativamente, se establecen dos reglas; por un 

lado, sobre la fecha de inicio de pensión, la cual se inicia cuando ocurre la contingencia, 

es decir, cuando el asegurado cumple con lo legalmente establecido para acceder a ella. 

Y por otro lado, una segunda regla respecto a la fecha de pago de pensión, la cual 

establece que a) si el solicitante cumple con los requisitos legales para acceder a la pensión 

al momento de solicitar la (LDI), la fecha de pago de la pensión será a partir de dicha 

solicitud y b) si el solicitante no cumple con lo requerido para acceder a una pensión al 

 
3file:///C:/Users/tatis/Downloads/H1270933%20(2).pdf recuperado de Sistema Peruano de Información Jurídica (SPIJ) 

 

file:///C:/Users/tatis/Downloads/H1270933%20(2).pdf
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momento de solicitar la LDI, el pago de la pensión se realizará según a lo establecido en 

los artículos 80° y 81° del Decreto Ley N° 19990 (2018). 

 

De esta manera, se utiliza como único criterio para establecer la fecha de inicio de pensión, 

la fecha en la que el administrado cumple con los requisitos legales para acceder a 
una pensión y como fecha de pago de pensión, la fecha en la que el administrado 
solicita la LDI, siempre y cuando cumpla con los requisitos para acceder a ella. 

 

III.2. Hechos relevantes del caso 
  
Hechos suscitados en primera instancia administrativa:  

 

● 31 de enero de 2015: Fecha en la cual cesa la administrada y solicita se considere 

para el inicio de su pensión, puesto que es la fecha en la cual se emite la Resolución 

Directoral N°00794-2015 que dispone el RETIRO a partir del 31 de enero de 2015 

del servicio público Magisterial. 

 

Hechos suscitados en segunda instancia administrativa: 

● 16 de marzo de 2017: La administrada inicia el procedimiento de LDI ante la AFP 

Pro-Futuro, la cual inicia con una solicitud, en la cual emite su voluntad de 

desafiliarse mediante una Declaración Jurada, la cual será presentada ante la AFP. 

● 27 de junio de 2017: Se establece que a partir de dicha fecha le corresponde recibir 

la pensión a la administrada. Fecha en la que la SBS, mediante Resolución N°2559-

2017, declaró la desafiliación al SPP. 

● 15 de marzo de 2018: La administrada solicita a la ONP se le otorgue pensión de 

jubilación según los años de aportes realizados, declarando haber laborado para la 

Dirección Regional de Educación del Callao.  

● 23 de abril de 2018: La ONP otorga la pensión de jubilación a la administrada 

mediante Resolución N°17854-2018-ONP/DPR.GD/DL19990 por la suma de 

S/439.43 soles, reconociéndole 30 años y 1 mes de aportaciones al SNP. 

● 18 de mayo 2018: La administrada interpone recurso de apelación contra la 

Resolución de primera instancia administrativa, solicitando que se le reconozca 35 

años de aportes; además, solicitaba el cálculo de pensión de las 36 últimas 

remuneraciones consecutivas inmediatamente anteriores al último mes de 

aportación; sin embargo, según su fecha de nacimiento se le debe efectuar el 

cálculo de su pensión dentro de los alcances de la Ley N° 27617 y el Decreto 

Supremo N°099-20002-EF, este último señala que el cálculo de pensión es igual al 

promedio mensual que resulte de dividir entre (60), el total de remuneraciones o 

http://dpr.gd/DL
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ingresos asegurables, percibidos por el asegurado durante los últimos sesenta (60) 

meses consecutivos inmediatamente anteriores al último mes de aportación. Y, por 

último, sostiene que cesó el 31 de enero del 2015, lo cual se evidencia con la 

Resolución Directoral N°00794-2015.  

 

Otros hechos importantes: 

 

● 13 de diciembre 2018: Se aprueba el Precedente de Observancia Obligatoria 

debido a la falta de uniformidad y normativa en el criterio para determinar la fecha 

de inicio y pago de pensión. A través de este, se establecen dos nuevas reglas para 

el otorgamiento y pago de pensiones a los asegurados que se desafilien de una 

AFP.  

● 25 de noviembre 2020: En cuanto a la primera regla y segunda regla referente a la 

fecha de inicio de pensión y fecha de pago de pensión, establecidas en el 

Precedente de Observancia Obligatoria han sido recogidas en el inciso 2 del artículo 

48° y en el inciso 11 del artículo 10° del Reglamento Unificado de las Normas 

Legales que Regulan el SNP - Aprobado por Decreto Supremo N° 354-2020-EF, 

respectivamente. 

 

III.3. Criterios establecidos  

Criterio 1: Fecha de pago de pensión a partir de que la SBS emite la Resolución de LDI 

Es considerada desde que se emite la resolución que declara la desafiliación del SPP, el 

administrado puede ejercer de manera válida el reconocimiento de su derecho fundamental 

a la pensión en el SNP. Esto permite demostrar no solo el cumplimiento del requisito de 

años de aportes, sino también la edad y el cese laboral; en resumen, la contingencia. 

Es así que, se consideraba que una vez que la SBS emitía la resolución, la ONP puede 

proceder con el cálculo y pago de la pensión de jubilación correspondiente. La fecha 

efectiva a partir de la cual se consideraba la fecha de inicio de pago de la pensión era 

aquella en que se emite la resolución de LDI.  

La fecha de pago de la pensión de jubilación por parte de la ONP se determinaba partir de 

la emisión de la "Resolución de Libre Desafiliación Informada" por parte de la SBS. Este 

documento certifica que el proceso para desafiliarse se ha llevado a cabo correctamente y 

que el afiliado ha sido informado adecuadamente sobre las consecuencias de su decisión. 

 

Criterio 2: Fecha de pago de pensión a partir de la solicitud de LDI 
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Se establece que cuando el asegurado, quien solicita la LDI cumple con los requisitos 

legales para recibir la pensión, la fecha en que comienza a recibir el pago de la pensión es 

desde que presenta dicha solicitud. 

Esa es la fecha de inicio considerada para otorgar el beneficio; sin embargo, ello no da 

lugar a la pensión de jubilación de forma automática en el SNP, previamente se deben de 

acreditar que se cumple con ciertos requisitos que exige la SNP y así poder brindar una 

pensión de jubilación al afiliado.  

 

IV. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 
 

IV.1 Problema principal  

¿Fue necesario adoptar la figura del Precedente de Observancia Obligatoria para 

resolver la falta de uniformidad respecto al criterio establecido para considerar la fecha de 

pago de pensión? 

 

IV.2 Problema secundario 
¿Es el criterio establecido para considerar la fecha de inicio de pensión y fecha de pago de 

pensión el más beneficioso para los afiliados?  

 

IV.3 Problema complementario  
¿Es correcto el término “fecha de pago de pensión” utilizado por el TAP? 

V. POSICIÓN DE LA CANDIDATA  
 

V.1. Respuestas preliminares al problema principal, secundario y complementario  

Respuesta preliminar al problema principal 

En primer lugar, respecto al problema principal, si fue necesario o no adoptar la figura del 
Precedente de Observancia Obligatoria para resolver la falta de uniformidad y normativa 

respecto al criterio establecido para considerar la fecha de inicio de pago de pensión, 

considero que sí fue necesario, ya que, el Precedente Administrativo de Observancia 

Obligatoria, es aquel que, además de servir como guía, debe ser seguido obligatoriamente 

por la administración pública en casos similares.  

Este tipo de precedente no se limita a proporcionar orientación, sino que la administración 

pública está obligada a seguirlo en casos similares, a diferencia del "precedente 
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administrativo". Asimismo, al tener el carácter obligatorio para la administración pública, el 

precedente de observancia obligatoria asegura que las autoridades tomen decisiones 

basadas en principios establecidos por instancias superiores, lo que reduce el riesgo de 

arbitrariedad y promueve la igualdad ante la ley. 

De esta manera, los administrados podrán conocer el procedimiento establecido por la 

Administración Pública y los criterios para acceder a una pensión de jubilación generada a 

través de la LDI, lo cual les generará mayor seguridad jurídica, a través de un trato 
equitativo, reconociendo con ello la importancia de la interdicción de la arbitrariedad y la 

buena administración. 

Respuesta preliminar al problema secundario 

 

En segundo lugar, respecto al problema secundario, considero que el criterio establecido 

en el Precedente de Observancia Obligatoria, el cual desarrolla una primera y segunda 

regla sobre la fecha de inicio de pensión y la fecha de pago de pensión, respectivamente, 

fue el más beneficioso para los afiliados, considerando que uno de los criterios dispuso la 

fecha en la cual la SBS había emitido la resolución mediante la que declara la desafiliación 

al SPP y, por ende, de la AFP en la que se encontraba afiliado.  

Es importante destacar que lo que posibilita la reincorporación al SNP es el cumplimiento 

de los criterios establecidos en la Ley de LDI, y no específicamente la emisión de una 

resolución de desafiliación por parte de la SBS. De lo contrario, se estaría imponiendo 

como requisito adicional para acceder a la pensión de jubilación en el SNP la obtención de 

una resolución administrativa, lo cual sería considerado una medida injustificada. 

De esta manera, no se permitiría a los administrados acceder al goce del derecho a la 

pensión pese haber cumplido los requisitos establecidos por ley para su otorgamiento, 

descartando en definitiva la idea de que la convivencia de dos sistemas de pensiones, en 

lugar de representar una amplia protección para el ejercicio de la seguridad social, pueda 

convertirse en un factor que debilite dicha protección. 

Respuesta preliminar al problema complementario  

En tercer lugar, respecto si correcto el término “fecha de pago de pensión” utilizado por el 

TAP, considero que no se usa el término correcto, ya que por fecha de pago se considera 

que "La fecha de pago es el momento en que se hace efectivo el desembolso de la cantidad 

debida, es decir, cuando el beneficiario recibe realmente el importe correspondiente." 

(Rodríguez, 2014, p. 102). A diferencia del concepto de “fecha de devengado” este término 
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se refiere al momento en que el pensionista adquiere el derecho a recibir la pensión, es 

decir, cuando ha cumplido con todos lo solicitado legalmente y comience a acumular el 

beneficio. 

Es así que, es de suma importancia establecer la diferencia para que el administrado pueda 

establecer la distinción entre fecha de devengado y fecha de pago. De esta manera, se 

proporcionaría una mayor claridad y precisión entre los administrados y la Administración 

Pública, beneficiando a ambas partes. 

VI. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  
 

VI.1. Análisis del problema principal  

En primer lugar, respecto al problema principal, si fue necesario o no adoptar la figura del 
precedente de observancia obligatoria para resolver la falta de uniformidad y normativa 

respecto al criterio establecido para considerar la fecha de inicio de pago de pensión, 

considero que sí fue necesario establecer reglas sobre la fecha de inicio de pensión y pago 

de pensión, dado que, al no existir una norma jurídica expresa y al generar criterios 

jurisprudenciales disímiles, la Administración Pública no estaría atendiendo el principio de 

predictibilidad, el cual se refiere a la necesidad de que las normas jurídicas sean claras, 

coherentes y previsibles para los ciudadanos y las autoridades.  

Este principio busca asegurar que las personas puedan anticipar las consecuencias legales 

de sus acciones y decisiones, así como prever cómo actuará la Administración Pública en 

determinadas situaciones. En este sentido, este principio se relaciona con la predictibilidad, 

y este último estrechamente con la seguridad jurídica, pues contribuye a evitar la 

arbitrariedad y garantiza un ambiente legal estable y confiable.  

El Precedente Administrativo de Observancia Obligatoria, es aquel que, además de servir 

como guía, debe ser seguido obligatoriamente por la administración pública en casos 

similares. Generalmente, este tipo de precedente se establece mediante normativas 

específicas o jurisprudencia consolidada. 

Al respecto, la doctrina ha advertido que existen una serie de principios que revisten de 

carácter vinculante y relevancia a los precedentes de observancia obligatoria en sede 

administrativa: El principio de predictibilidad, igualdad ante la ley y el principio de buena fe 

procedimental; asimismo, resulta aplicable la Teoría de los Actos Propios, Inderogabilidad 

Singular del Reglamento y Convicción de la propia administración. 
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Asimismo, es necesario traer a colación lo señalado en los párrafos precedentes en cuanto 

a la discrecionalidad de la Administración Pública, debido a que dicha discrecionalidad no 

debe ser entendida como una potestad que brinde herramientas ilimitadas a la 

Administración Pública para la toma de sus decisiones. Por el contrario, la discrecionalidad 

debe ser entendida en el marco del derecho administrativo, el cual busca conciliar el interés 

público y los derechos de los ciudadanos; en ese sentido, tomando las palabras de Ortiz 

(1957), supone también, un trato en igualdad de condiciones para los administrados. 

En esa misma línea, se desprende del inciso 1 artículo IV del Título preliminar del TUO de 

la LPAG, se desprende que las resoluciones emitidas por la Administración a través de sus 

tribunales o consejos, así como los pronunciamientos vinculantes de entidades facultadas 

para absolver consultas sobre la interpretación de normas administrativas, constituyen 

Precedentes Administrativos de Observancia Obligatoria. Este tipo de precedente va más 

allá de servir como guía, ya que debe ser seguido obligatoriamente por la administración 

pública en casos similares a diferencia del “precedente administrativo”. 

El precedente administrativo es un concepto central en el ámbito del derecho 

administrativo, siendo fundamental para la coherencia y previsibilidad en la toma de 

decisiones por parte de la administración pública. Se refiere a aquellas decisiones previas 

tomadas por la administración que, al resolver casos particulares, establecen pautas a 

seguir para situaciones similares en el futuro. Estas decisiones pueden provenir de diversos 

órganos administrativos, como tribunales especializados o consejos colegiados, y su 

finalidad es proporcionar consistencia y uniformidad en la actuación administrativa. 

Una de las voces autorizadas en este tema, Diez (1982), define el precedente 

administrativo como aquella actuación pasada de la Administración que condiciona sus 

actuaciones presentes, exigiéndoles un contenido similar para casos similares. Esta 

definición resalta la importancia del precedente como guía para la acción administrativa, 

asegurando la coherencia y la equidad en el trato a los administrados. 

Por su parte, Ortiz (1957) resalta que el precedente administrativo se fundamenta en el 

principio de igualdad entre los administrados, garantizando que situaciones similares sean 

tratadas de manera similar. Este principio de igualdad ante la ley es fundamental en un 

Estado de derecho y se refleja en el cumplimiento del precedente administrativo. 

Es necesario entender que la aplicación del precedente administrativo está sujeta a la 

potestad discrecional de la Administración Pública. Esta discrecionalidad implica la 

capacidad de la administración para elegir entre diversas opciones en situaciones donde 

las normas le otorgan cierto margen de maniobra. Sin embargo, esta discrecionalidad no 

debe entenderse como una libertad absoluta, sino como una facultad que debe ejercerse 
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dentro de los límites establecidos por el ordenamiento jurídico y en consonancia con los 

principios constitucionales y legales. 

En este sentido, Fernández (2006) afirma que la Administración activa goza de una libertad 

inicial indiscutible para tomar las decisiones que considere pertinentes, siempre que la 

norma que le otorga dicha facultad no le imponga condiciones específicas. Esta libertad 

inicial debe ejercerse de manera responsable y justificada, considerando siempre el interés 

público y los derechos de los ciudadanos. 

Se debe tener en consideración que la institución del “precedente” deviene del Common 

Law, por lo cual, resulta relevante su regulación en la normativa nacional, asimismo, 

debemos indicar que la principal diferencia identificada entre el precedente administrativo 

y el precedente de observancia obligatoria, versa en la obligatoriedad en cuanto a su 

aplicación, dado que el primero es una herramienta que guía a la Administración Pública 

para adoptar decisiones en los actos administrativos que emiten; mientras que el segundo, 

adopta un carácter obligatorio para su aplicación en tanto se encuentre una identidad entre 

el precedente de observancia obligatoria y la situación jurídica en la que se encuentre el 

administrado que solicite la aplicación del este.  

Además, cabe señalar que tanto el precedente administrativo como el precedente 

administrativo de observancia obligatoria provienen de la Administración Pública, en su 

potestad de gestión y mando. Se trata de una fuente escrita, a diferencia a la costumbre, 

la cual es no escrita y existe con independencia del administrador; sin embargo, a diferencia 

del precedente esta requiere de la reiteración de las acciones que componen dicha práctica 

(Ortíz, 1957). La costumbre surge mediante una práctica general y continua durante el 

tiempo, ejercida por la sociedad, y por la convicción de los intervinientes acerca de que esa 

práctica es jurídicamente obligatoria (Cairampoma, 2014). 

Ahora bien, para el cumplimiento de este principio, es fundamental que las leyes y 

normativas sean redactadas de manera precisa y comprensible, y que exista coherencia y 

consistencia en su interpretación y aplicación por parte de las autoridades judiciales y 

administrativas. 

Es así que, al no existir un criterio explícito para considerar la fecha de inicio de pensión y 

pago de pensión, era una necesidad fundamental que la autoridad administrativa 

correspondiente se pronuncie para establecer un criterio único a considerar. De esta 

manera, la autoridad sería más predecible, y generaría la condición necesaria para la 

afirmación de la autonomía de los administrados. 

Efectos del Precedente de Observancia Obligatoria en la Administración Pública 
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Ahora bien, es importante también conocer los efectos del Precedente de Observancia 

Obligatoria en la Administración Pública. 

De conformidad con lo establecido por la normativa mencionada en los párrafos anteriores, 

los precedentes administrativos obligan exclusivamente dentro del ámbito institucional 

hacia adelante, en toda la extensión de su competencia funcional. Además, el efecto del 

precedente implica que la institución esté unilateralmente vinculada a lo decidido y pueda 

ser invocado por terceros en casos similares.  

Ahora bien, aunque técnicamente nadie puede afirmar tener un derecho adquirido a 

mantener los precedentes administrativos, en términos legales, es posible plantear la 

anulación del acto que se desvíe sin motivos o de manera arbitraria del precedente, 

especialmente cuando las circunstancias pasadas y presentes sean idénticas.  

Por lo tanto, se podría argumentar que la simple desviación de un precedente anterior 

puede sugerir una conducta arbitraria, contraria a los principios de buena fe y 

predictibilidad, así como en oposición al principio constitucional de no discriminación, de 

ser el caso. 

Por otro lado, la aplicación del precedente administrativo por parte de una entidad conlleva 

una serie de efectos positivos que se detallan a continuación: 

a. Proporciona seguridad jurídica, la cual, si bien no está enunciada de manera literal 

en la Constitución Política del Estado, ha sido reconocida por el Tribunal 

Constitucional como un principio consustancial al Estado de Derecho implícito en la 

Constitución (Expediente N.° 016-2002-AI/TC, 2002). 

En este sentido, constituye un verdadero desafío alcanzar un estado satisfactorio de 

seguridad jurídica mediante el Derecho Administrativo. A medida que las autoridades se 

tornen más predecibles, se establecerán las condiciones necesarias para afirmar la 

autonomía de los administrados: trabajadores, inversionistas, contribuyentes, industriales, 

exportadores, pacientes, jubilados y, en general, de todos los agentes económicos y 

sociales relacionados con el sistema administrativo. 

Así, para asegurar que las autoridades cumplan con el principio de predictibilidad en su 

actuación administrativa, se requiere que proporcionen información de cada procedimiento 

que cumpla con tres características fundamentales: ser precisa, exhaustiva y fiable. Este 

requisito tiene como objetivo claro, crear en los ciudadanos una expectativa fundamentada 

sobre cómo actuará el gobierno al aplicar la ley, eliminando así cualquier riesgo de 

incertidumbre respecto a cómo se llevará a cabo el procedimiento y resolución de la 

situación sujeta a decisión gubernamental. 
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El propósito del principio es que los administrados, basándose en la información disponible, 

puedan conocer el posible resultado del procedimiento. Este principio refleja, en el ámbito 

de las relaciones administrativas, el principio de seguridad jurídica, el cual ha sido definido 

por el Tribunal Constitucional como un principio inherente al Estado constitucional de 

Derecho que “transita todo el ordenamiento, incluyendo, desde luego, a la Norma 

Fundamental que lo preside” (Expediente N.° 016-2002-AI/TC, 2002).  

En nuestra Constitución, se encuentran implícitos ciertos principios fundamentales que se 

detallan con precisión a través de diversas disposiciones constitucionales. Según el 

Tribunal Constitucional del Perú, estos principios se establecen en el artículo 2, inciso 24, 

párrafo a), donde se señala que "nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni 

impedido de hacer lo que ella no prohíbe". Además, existen disposiciones más específicas, 

como las contenidas en los artículos 2, inciso 24, párrafo d), y 139, inciso 3, que establecen 

que "nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse 

no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción 

punible", y que "ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por 

la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por 

órganos jurisdiccionales de excepción, ni por comisiones especiales creadas al efecto, 

cualquiera que sea su denominación"  (Constitución Política del Perú, 1993). 

b. Contribuye a la eficiencia y economía procedimental al permitir la aplicación de 

criterios generales a múltiples casos similares. Esto reduce la carga administrativa 

al evitar la repetición de análisis y decisiones en situaciones que ya han sido 

abordadas previamente, lo que a su vez agiliza los procesos administrativos. 

c. Actúa como un mecanismo que desincentiva la presentación de solicitudes o 

reclamaciones desproporcionadas por parte de los ciudadanos. Al saber que la 

administración se basa en precedentes establecidos, los administrados pueden 

tener una expectativa más clara sobre el resultado de sus acciones, lo que puede 

reducir la presentación de recursos o procedimientos innecesarios. 

d. Mitiga el riesgo de arbitrariedad en la actuación de la Administración Pública al 

aplicar la ley de manera consistente y uniforme para todos los administrados. Al 

seguir un precedente administrativo, se promueve la igualdad de trato y se garantiza 

que las decisiones se tomen de manera justa y equitativa, en línea con el principio 

de igualdad ante la ley. 

En conclusión, la aplicación del precedente administrativo no solo proporciona seguridad 

jurídica y eficiencia en los procesos administrativos, sino que también actúa como un 

mecanismo crucial para mitigar el riesgo de arbitrariedad y promover la igualdad de trato 

ante la ley. Al seguir los precedentes establecidos, la Administración Pública garantiza una 
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toma de decisiones coherente y justa, fundamentada en principios de equidad y 

transparencia. Esta práctica no solo fortalece la confianza de los ciudadanos en el sistema 

administrativo, sino que también asegura la protección de sus derechos y la legitimidad de 

las actuaciones gubernamentales.  

En este caso, la autoridad administrativa correspondiente para poder establecer 

precedentes de observancia obligatoria en el SNP es el TAP, este tribunal debía de 

pronunciarse respecto a la falta de norma jurídica expresa respecto al criterio a considerar 

para la fecha de inicio de pensión y pago de pensión, y podía realizarlo a través del 

precedente de observancia obligatoria, resaltando que, además, tiene potestad para ello. 

Cabe señalar, que esa potestad está establecida en el artículo 8° del Reglamento del TAP. 

 

Cabe resaltar que estas mantendrán su vigencia mientras no sean modificadas por 

posteriores acuerdos de Sala Plena del TAP o por norma legal.  

 

Siguiendo la misma línea de la necesidad de establecer el precedente de observancia 
obligatoria, dado su carácter obligatorio para aplicarla frente a situaciones similares en las 

que se incurra al pedido de LDI y consideren como único criterio el establecido, ya que el 

precedente administrativo otorga a la Administración Pública la capacidad de seleccionar 

una determinada consecuencia jurídica entre varias posibles en una misma situación.  

Es así que, en este contexto, la administración se enfrenta a múltiples opciones de 

actuación y el precedente administrativo adquiere relevancia al proporcionar previsibilidad 

y equidad en el tratamiento de los administrados (Cairampoma,2014). 

Según el inciso 1 del artículo VI del Título preliminar del TUO de la LPAG, se entiende por 

precedente administrativo a los actos administrativos que al resolver casos particulares a 

través de la interpretación de modo expreso y con carácter general el sentido de la 

legislación, constituirán precedentes administrativos de observancia obligatoria por la 

entidad, siempre que no sea modificada la interpretación.  

Además, en el inciso 2.8 del artículo V del Título Preliminar del TUO de la LPAG, se señala 

que los precedentes administrativos provienen de las resoluciones emitidas por la 

Administración, ya sea a través de sus tribunales o consejos regidos por leyes especiales. 

Asimismo, estas resoluciones agotan la vía administrativa y no pueden ser anuladas en 

esa sede.  

En el precedente administrativo no juega ni el factor tiempo ni la repetición de casos, porque 

él no se basa en la reiteración de actos. En este caso es suficiente el “precedente” para 
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invocar a la autoridad de este. El precedente es producto de un proceso de inducción de 

casos concretos, estableciéndose la norma o regla general, a diferencia de la ley que 

establece por la vía de generalidad, para aplicarla a supuestos específicos y particulares 

(Ortiz,1957). 

Cabe señalar que los precedentes administrativos sirven para que las Administraciones 

Públicas actúen atendiendo el principio de predictibilidad, otorgando seguridad jurídica 

a los ciudadanos (administrados), a través de un trato equitativo, reconociendo con ello 

la importancia de la interdicción de la arbitrariedad y la buena administración (Cairampoma, 

2014). 

Principio de Predictibilidad  

Del numeral 1.15 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG se desprende 

que la autoridad administrativa deberá proporcionar a los administrados o sus 

representantes información veraz, completa y confiable sobre cada trámite, de manera que, 

al inicio del proceso, el administrado pueda tener una comprensión clara y precisa del 

resultado final que se obtendrá, es así que la aplicación del principio de predictibilidad 

conlleva una serie de beneficios significativos en la administración.  

En primer lugar, proporciona certeza y seguridad a los ciudadanos al permitirles anticipar 

los resultados de los procedimientos legales y administrativos, lo que les permite planificar 

adecuadamente sus acciones y defender sus intereses de manera más efectiva. Además, 

la predictibilidad contribuye a la eficiencia y la agilidad en la administración de justicia y en 

la toma de decisiones administrativas al reducir la incertidumbre y los recursos 

desperdiciados en disputas legales innecesarias.  

Por otro lado, fomenta la transparencia y la confianza en las instituciones al garantizar un 

marco normativo estable y coherente que guíe las acciones de los poderes públicos y 

promueva la igualdad de trato para todos los ciudadanos.  

Asimismo, el principio de predictibilidad tiene dos finalidades; en primer lugar, brinda al 

ciudadano la capacidad de anticipar el posible desenlace de un procedimiento, lo que le 

permite diseñar estrategias de defensa más adecuadas para proteger sus intereses. En 

segundo lugar, este principio ayuda a desalentar la presentación de solicitudes carentes 

de eficacia o legalidad, ya que el ciudadano puede determinar con cierta certeza la 

improcedencia de su solicitud y optar por no presentarla (Guzmán,2015). 

En resumen, la aplicación del principio de predictibilidad se traduce en una mayor 

seguridad jurídica, eficiencia y confianza en el sistema legal y administrativo. Lo cual se ha 
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manifestado, a través la aprobación de precedente de observancia obligatoria establecida 

por el TAP respecto a la fecha de inicio de pensión y pago de pensión.  

Principio de Seguridad Jurídica  

Este principio, junto con el de igualdad ante la ley, constituye uno de los fundamentos 

esenciales que influyen en la previsibilidad de las decisiones administrativas, basadas en 

sus pronunciamientos previos. De esta manera, el Principio de Seguridad Jurídica se 

interpreta como la capacidad de anticipar las acciones o inacciones de las autoridades en 

casos específicos, y de confiar en que, si intervienen, lo harán de una manera particular y 

no de otra (Diez, 1982). 

Cabe señalar que el Tribunal Constitucional ha considerado que la protección del principio 

de seguridad jurídica es de relevancia constitucional en un Estado Constitucional de 

Derecho, a efecto de evitar la arbitrariedad del Estado frente a los ciudadanos, es así que 

en fundamento 3 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 0016-2002-AI/TC, se 

sostiene que el principio de seguridad jurídica es fundamental dentro del Estado de 

Derecho Constitucional, asegura que las acciones, especialmente las de los poderes 

públicos, sean previsibles según las situaciones claramente definidas por la ley. Esta 

previsibilidad garantiza la coherencia en todo el sistema legal y refuerza la prohibición de 

actuar arbitrariamente.  

Este principio garantiza la capacidad de anticipar las actuaciones de las autoridades en 

situaciones específicas, evitando así la arbitrariedad del Estado frente a los ciudadanos. 

Además, su reconocimiento como un componente esencial del Estado Constitucional de 

Derecho resalta su relevancia en la protección de los derechos individuales y en el 

fortalecimiento del ordenamiento jurídico, considerando lo importante que es para los 

ciudadanos en general, que se les otorgue seguridad jurídica frente a los procedimientos 

administrativos generados por una solicitud de reconocimiento de sus derechos como 

consecuencia de haber cumplido con las obligaciones requeridas para el goce de dichos 

derechos.   

En suma, por todo lo expuesto, considero que fue necesario adoptar la figura del 
Precedente de Observancia Obligatoria para resolver la falta de uniformidad y 

normatividad respecto al criterio establecido para considerar la fecha de pago de pensión, 

ya que la observancia obligatoria del precedente administrativo es fundamental para 

mantener el Estado de Derecho y el respeto por las normas y principios fundamentales en 

la sociedad, lo cual se ha manifestado como una respuesta acertada y necesaria para el 

problema evidenciado en el presente caso.  
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VI.2. Análisis del problema secundario  

En segundo lugar, respecto al problema secundario, considero que el criterio establecido 

en el precedente de observancia obligatoria, el cual desarrolla una primera y segunda regla 

sobre la fecha de inicio de pensión y la fecha de pago de pensión, respectivamente, fue el 

más beneficioso para los afiliados, considerando que uno de los criterios dispuso la fecha 

en la cual la SBS había emitido la resolución mediante la que declara la desafiliación al 

SPP y, por ende, de la AFP en la que se encontraba afiliado.  

Y, por otro lado, el criterio establecido por el TAP en el precedente de observancia 

obligatoria dispuso, como primera regla, el inicio de la pensión se produce al presentarse 

la contingencia, es decir, cuando el solicitante cumple con los requisitos legales necesarios 

para acceder a una pensión. En relación con la fecha de pago de la pensión, se estableció 

como segunda regla que esta se efectúe en el momento de solicitar la LDI, siempre que se 

cumplan con los requisitos legales para gozar de ese derecho. 

Ahora bien, sostengo que el criterio establecido fue el más beneficioso para los 

asegurados, dado que el proceso en el cual se basa el SPP para solicitar la LDI y transferir 

directamente a la ONP el saldo de las Cuentas Individuales de Capitalización (en adelante, 

la “CIC”), excluyendo los aportes voluntarios sin fin previsional y, si corresponde, el valor 

del Bono de Reconocimiento o el Título de Bono de Reconocimiento, establece ciertos 

plazos y requisitos como todo proceso que se solicita realizar en la vía administrativa.  

Se establecen ciertos requisitos y según lo establecido en el Reglamento de la Ley 

N°28991, Ley de Libre Desafiliación Informada, Pensiones Mínimas y Complementaria, y 

Régimen Especial de Jubilación Anticipada, en el literal a) artículo 1°, se pueden solicitar 

la desafiliación del SPP y retornar al SNP, los afiliados que hubieran pertenecido al SNP 

hasta el 31 de diciembre de 1995; es decir, que hayan ingresado al SNP hasta esa fecha 

máxima. 

 

Asimismo, es necesario señalar que, para otorgarse la pensión de jubilación, deben de 

cumplirse los requisitos que exige la SNP; es decir, la edad requerida para la jubilación, los 

años de aporte y el cese laboral. Si bien es cierto que antes el requisito sobre los años de 

aportes era de 20 años, cabe señalar que actualmente ese requisito fue modificado a 

través de la Ley N° 31301, la cual establece medidas de acceso a una pensión proporcional 

especial de acuerdo con sus aportes, siguiendo los requisitos establecidos en el artículo 3° 

de la ley en mención.  
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Cuando se establece la LDI, se piensa en proteger y mantener la seguridad previsional del 

trabajador, quien al empezar su vida laboral pertenecía aportando al SNP y decidió migrar 

al SPP y al no encontrar una opción más favorable en dicho sistema, pueda retornar al 

SNP previo procedimiento informativo (Expediente 12300282017). La solicitud de la LDI 

inicia con la emisión de voluntad del afiliado, la cual es expresada en una Declaración 

Jurada, que será presentada ante la AFP, para ello, el afiliado ha de haber sido 

adecuadamente informado acerca de las implicancias, la reversibilidad y la conveniencia o 

no del retiro del SPP y que todos los recursos provenientes de sus aportes realizados en 

ese sistema formarán parte de los recursos del SNP, ya que estamos frente a un sistema 

de reparto, lo cual se debe pronunciar de manera expresa por parte del afiliado en la 

declaración jurada4. 

Este proceso está diseñado para proteger los derechos del afiliado y asegurar que 

cualquier cambio de sistema se haga de manera informada y consciente, garantizando que 

el afiliado comprenda plenamente las consecuencias de su decisión. 

Como paso siguiente de la solicitud del asegurado ante la AFP, este debe realizar la 

comunicación a la SBS para el trámite correspondiente para la emisión de la resolución 

que autorice al asegurado desafiliarse; sin embargo, ello no genera la pensión de jubilación 

de forma automática en el SNP, previamente se deben de acreditar que se cumple con 

ciertos requisitos que exige la SNP y así poder brindar una pensión de jubilación al afiliado.  

Como se puede evidenciar, existe un procedimiento administrativo a seguir para solicitar la 

LDI, no es automática la desafiliación al SPP, es así que se debe de considerar que es muy 

importante que el administrado acceda a la pensión de jubilación en el menor tiempo 

posible, ya que el derecho a la pensión es considerado un derecho fundamental partiendo 

de los principios sociales (dignidad humana, igualdad, solidaridad, progresividad y 

equilibrio presupuestal5.  

Los elementos que conforman el contenido esencial del derecho fundamental a la pensión 

son: i) el derecho de acceso a una pensión; ii) el derecho a no ser privado de ella de manera 

arbitraria; y iii) el derecho a una pensión mínima vital. Asimismo, este derecho está 

estrechamente relacionado con el derecho a tener una vida digna, basada en el principio 

de la dignidad humana. Esto implica que el derecho a la pensión no solo se refiere a una 

existencia mínima o formal, sino que abarca aspectos esenciales para garantizar un nivel 

 
4 Art.5 del Reglamento de la Ley N°28991, Ley de Libre Desafiliación Informada, Pensiones Mínima y Complementaria, y Régimen 
Especial de Jubilación Anticipada 
 
5 Sentencia del Tribunal Constitucional de Expediente N°050-2004-AI-TC (fundamentos 46 a 50) 
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de vida que asegure las necesidades básicas y permita una subsistencia digna tanto para 

el individuo como para su familia. 

Además, teniendo en cuenta que el propósito fundamental del procedimiento administrativo 

es garantizar que los objetivos de la administración se cumplan de manera viable, siempre 

respetando los derechos individuales y los intereses legítimos de quienes están bajo su 

jurisdicción, en concordancia con las leyes y normativas establecidas (Rojas,2011).  

De esta manera, es evidente lo importante de realizar las actuaciones necesarias para 

facilitar a los administrados el ejercicio oportuno de los actos procedimentales a cargo de 

la administración. Es así que, resulta beneficioso establecer como fecha de pago de 

pensión, el primer momento en que el asegurado manifiesta su decisión de desafiliarse al 

SPP, mediante la LDI, como se ha establecido en la segunda regla del precedente de 

observancia obligatoria del expediente del presente caso.  

Además, es importante destacar que el retorno al SNP se permite al cumplir con los 

requisitos establecidos en la "Ley de LDI" y no por la resolución de desafiliación emitida 

por la SBS. De lo contrario, establecer la emisión de la resolución administrativa como un 

requisito adicional para acceder a la pensión de jubilación en el SNP sería una medida 

irrazonable. 

En esta misma línea, es importante señalar que los actos administrativos son 

pronunciamientos de la administración pública en ejercicio de sus funciones. Siguiendo 

esta línea, Morón (2017) describe el acto administrativo como el resultado jurídico de un 

proceso de exteriorización intelectual emanado de los órganos competentes de las 

entidades públicas, con el objetivo de materializar la facultad conferida por la normativa 

legal vigente. 

Es así que, la resolución expedida por la SBS que declara la desafiliación del SPP, en el 

presente caso, únicamente puede extinguir relaciones jurídicas entre el administrado y la 

AFP a la cual se encuentra afiliado y a la vez es supervisada por la SBS.  

Además, respecto a los requisitos de validez de los actos administrativos, se encuentran 

establecidos en el artículo 3° de la Ley N°27444 y establece que debe ser emitido por el 

órgano competente según la materia, territorio, grado, tiempo o cuantía, a través de la 

autoridad debidamente designada en el momento de su emisión y, en el caso de órganos 

colegiados, cumpliendo con los requisitos esenciales de sesión, quórum y deliberación 

necesarios para su promulgación. 
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De lo anterior, se desprende que considerar que un acto administrativo emitido por la SBS 

puede crear derechos en un régimen de pensiones diferente al SPP podría implicar atribuir 

al acto administrativo una finalidad no prevista por la ley y vulnerar las normas que regulan 

su competencia, lo cual está prohibido por el ordenamiento jurídico. 

Finalmente, es importante señalar que muchos pensionistas han sido beneficiados con la 

aplicación del Precedente de Observancia Obligatoria que se aborda en el presente caso; 

por un lado, a través de prestaciones base de derecho propio, las cuales son prestaciones 

básicas que perciben los afiliados cuando sucede una contingencia y; por otro lado, 

mediante prestaciones de base de derecho derivado, las cuales son prestaciones básicas 

que perciben los familiares de los afiliados cuando estos fallecen, debido a los aportes 

realizado por estos, entendidos como causantes. 

Es así que previo procedimiento ha podido conocer los criterios establecidos por el SNP 

para considerar la fecha de inicio de pensión y fecha de inicio de pago de pensión de 

jubilación generada de una LDI. Además, para evitar que la fecha a partir desde que le 

corresponde el beneficio de acceso a una pensión de jubilación sea desde el momento en 

que el administrado solicita la LDI y no desde que la SBS emite la resolución, dado que 

entre ambos actos transcurre un periodo de tiempo que no debería de perjudicar al 

administrado, puesto que al solicitar la LDI, el administrado cuenta con los requisitos 

establecidos en el Decreto Ley 19990 y su Reglamento para acceder a una pensión de 

jubilación.   

A continuación, se detalla en el siguiente cuadro la cantidad de personas que accedieron 

a una pensión de jubilación generada de una LDI aplicando los criterios establecidos en el 

precedente de observancia obligatoria en mención, por solicitud de pensión de jubilación 

de derecho propio y solicitud de pensión de derecho derivado (orfandad y viudez), lo cual 

es una cantidad considerable (35, 747), teniendo en cuenta que muchos por falta de 

asesoramiento o desconocimiento del precedente, no han podido ejercer el derecho al 

acceso de pensión aplicando las reglas generadas mediante dicho precedente.  

 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 TOTAL 
Solicitud de 
pensión de 
jubilación  

220 3,667 3,456 4,693 6,278 8,444 4,280 31,038 

Solicitud de 
pensión de 
orfandad 

3 253 165 233 153 130 372 1,309 

Solicitud de 
pensión viudez 

6 85 664 1,352 585 785 77 3,554 

TOTAL 229 4,005 4,285 6,278 7,016 9,359 4,575 35,747 
Fuente: Oficina de Normalización Previsional  
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De lo anterior, se va a ejemplificar el beneficio en un caso particular, según lo que se puede 

evidenciar en la Resolución N° 29510-2011-ONP/DPR.SC/DL 19990, estamos frente a un 

asegurado quien pertenecía al “Régimen Especial de Jubilación Anticipada para los 

Trabajadores del Régimen Laboral de la Actividad Minera”. Este régimen permite a los 

trabajadores mineros acceder a una jubilación anticipada bajo ciertas condiciones, los años 

de aporte y la edad de jubilación requerida para acceder a una pensión es distinta para 

acceder a una pensión de jubilación tradicional.  

 

En este caso, siendo un trabajador que laboró en minas subterránea, se requiere que el 

asegurado acredite haber efectuado aportaciones por un período no menor a veinte (20) 

años, de los cuales diez (10) años deben haberse laborado bajo tierra y tener 45 años, 

teniendo en cuenta que ya se debe haber realizado el cese laboral. Es así que, el 

asegurado solicita la LDI el 14 de febrero del 2008; sin embargo, se le deniega dicha 

solicitud, alegando que no cumplía con los requisitos establecidos para solicitar la 

desafiliación del SPP y retornar al SNP.  

 

Es así que al asegurado se le aplicó el literal b) de la segunda regla de los criterios 

establecidos en el precedente administrativo de observancia obligatoria. 

 

De esta manera, después de haber solicitado la pensión de jubilación el 28 de enero de 

2011, se resolvió se genere el abono de las pensiones devengadas a partir del 28 de 
enero de 2010, aplicándose lo dispuesto en el artículo 81 del Decreto Ley N° 19990, 
en el cual se establece que se abonarán los pagos devengados correspondientes al plazo 

no mayor a doce (12) meses anteriores a la presentación de la solicitud de pensión del 

asegurado. 

En el presente caso, se puede evidenciar que el asegurado ya cumplía con los requisitos 

para acceder a una pensión de jubilación y para solicitar la LDI, en el momento en que 

solicita a su AFP la LDI; sin embargo, debido a errores del sistema, no se acredita haber 

cumplido con lo establecido legalmente para acceder a una LDI.   

Si en este caso, se aplicase el criterio establecido en la segunda regla del precedente de 
observancia obligatoria, el pensionista recibiría los meses de pensión que no han sido 

reconocidos, aplicándose la fecha de inicio de pago desde la fecha en la que realizo la 

solicitud de LDI; es decir, desde el 14 de febrero de 2008. 
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VI.3. Análisis del problema complementario  

En el Precedente de Observancia Obligatoria emitido por el TAP, se menciona el término 

“fecha de pago de pensión”. Sin embargo, no se establece una distinción clara entre la 

"fecha de devengado" y la "fecha de pago". Esta ambigüedad plantea un problema 

significativo para los administrados, en este caso, los pensionistas, ya que no pueden 

determinar con certeza cuál será su fecha real de pago una vez que cumplan con los 

requisitos para recibir su pensión de jubilación. 

La referencia del TAP a la "fecha de inicio de pago de pensión" debería ser entendida como 

la "fecha de devengado", que marca el momento en que los derechos a la pensión 

comienzan a acumularse. Por otro lado, la "fecha de pago" se refiere al momento efectivo 

en que el pensionista recibe el monto correspondiente. Esta falta de precisión en la 

terminología utilizada por el TAP puede generar confusión y expectativas erróneas entre 

los pensionistas respecto a sus beneficios. 

En este contexto, es crucial analizar si el uso del término "fecha de pago de pensión" por 

parte del TAP es apropiado y considerar si se debiese revisar para distinguir claramente 

entre la fecha de devengado y la fecha de pago efectiva. Esta distinción no solo clarificaría 

la situación para los pensionistas, sino que también garantizaría una mayor transparencia 

y precisión en la comunicación de sus derechos y beneficios. 

Además, la corrección y precisión en la terminología utilizada por las entidades 

administrativas no solo beneficia a los administrados, sino que también fortalece el derecho 

administrativo como rama del derecho. Al mejorar la claridad y exactitud en los actos 

administrativos, se promueve una administración pública más eficiente, transparente y 

justa. Esto contribuye al desarrollo de un marco normativo sólido y coherente que protege 

los derechos de los ciudadanos y mejora la confianza en las instituciones públicas. 

En tal sentido, el precedente de observancia obligatoria establece dos reglas claras 

respecto a la fecha de inicio de pensión y fecha de pago de la pensión. 

Sin embargo, estas reglas no hacen alusión a los conceptos de "fecha de devengado" y 

"fecha de pago", lo cual genera una falta de precisión que puede llevar a confusiones por 

parte de los administrados. 

La inclusión de los términos "fecha de devengado" y "fecha de pago" es esencial para 

proporcionar claridad y precisión en los derechos de los pensionistas. Actualmente, las 

reglas establecidas en el precedente se refieren únicamente a la "fecha de pago", sin 

distinguir entre el momento en que los pagos referidos a la pensión comienzan a 
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acumularse (fecha de devengado) y el momento en que el pensionista recibe el pago 

efectivo (fecha de pago). 

Es así que la fecha de devengado es el término que se refiere al momento en que el 

pensionista adquiere el derecho a recibir la pensión, es decir, cuando ha cumplido con todo 

lo requerido legalmente y comien a acumular el beneficio, el devengo es el momento en el 

que se reconoce la obligación de pago, es decir, cuando nace el derecho a recibir el ingreso 

correspondiente, independientemente de que se realice el pago efectivo." (Gómez, 2018, 

p. 45), y la fecha de pago, es la fecha en que la entidad administrativa efectúa el 

desembolso del monto correspondiente de la pensión. 

Desde mi postura, la definición de devengo proporcionada por Gómez (2018) es 

fundamental para entender la estructura temporal de los derechos financieros en el 

contexto de las pensiones. La fecha de devengo marca el punto en el que el derecho del 

pensionista se establece formalmente, permitiendo así que tanto el beneficiario como la 

administración tengan un entendimiento claro de cuándo comienzan a generarse las 

obligaciones de pago. Esta claridad es esencial para la transparencia y la seguridad 

jurídica, ya que asegura que el pensionista sepa exactamente cuándo sus derechos son 

reconocidos, incluso si el pago efectivo se realiza posteriormente. La distinción entre 

devengo y pago es crucial para evitar malentendidos y conflictos, garantizando que todos 

los actores involucrados estén informados sobre el estado de las obligaciones financieras. 

"La fecha de pago es el momento en que se hace efectivo el desembolso de la cantidad 

debida, es decir, cuando el beneficiario recibe realmente el importe correspondiente." 

(Rodríguez, 2014, p. 102). 

Rodríguez (2014) aclara que la fecha de pago se refiere al momento en que el beneficiario 

recibe realmente los fondos. Este concepto es igualmente importante, ya que representa 

el cumplimiento tangible de la obligación financiera. Papensionista, la fecha de pago es 

crítica porque es cuando disponen efectivamente del dinero para su uso personal. Para la 

administración, esta fecha es vital para la planificación y ejecución de los pagos. Tener una 

distinción clara entre devengo y pago permite a la administración gestionar mejor los 

recursos y cumplir con las expectativas de los pensionistas de manera eficiente y oportuna. 

"Distinguir entre fecha de devengo y fecha de pago es crucial para una gestión clara y 

precisa de las obligaciones financieras, ya que permite a las partes involucradas 

comprender exactamente cuándo se adquieren los derechos y cuándo se materializan los 

pagos." (Martínez, 2015, p. 78). 
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Martínez (2015) destaca la importancia de diferenciar entre las fechas de devengo y de 

pago para una gestión eficaz de las obligaciones financieras. Estoy de acuerdo con esta 

afirmación, ya que una distinción clara permite a los pensionistas entender cuándo se han 

cumplido los requisitos para adquirir sus derechos y cuándo pueden esperar recibir el 

dinero. Esta claridad es esencial para evitar confusiones y posibles disputas. Además, 

desde el punto de vista administrativo, esta distinción permite una planificación más precisa 

y una gestión más efectiva de los recursos financieros. La inclusión de estos términos en 

las normativas y precedentes administrativos, como el del TAP, fortalecería la 

transparencia y la eficiencia del sistema, mejorando la confianza de los administrados en 

la gestión pública y asegurando que los derechos de los pensionistas se respeten de 

manera justa y oportuna. 

En conclusión, la distinción entre fecha de devengado y fecha de pago no solo es una 

cuestión técnica, sino que tiene implicaciones prácticas significativas para la gestión de 

pensiones. Al incluir estos conceptos en el Precedente de Observancia Obligatoria del TAP, 

se proporcionaría una mayor claridad y precisión en la comunicación de los derechos y 

obligaciones de los pensionistas, beneficiando tanto a los administrados como a la 

administración pública. 

En consecuencia, estimo que es posible corregir el error relacionado con el uso incorrecto 

de los términos mediante una revisión de oficio. Esta rectificación puede ser efectuada por 

la Administración en cualquier momento, siempre y cuando no se modifique lo esencial del 

contenido ni el sentido de la decisión. 

Dicha corrección deberá seguir las mismas formas y modalidades de comunicación o 

publicación que correspondan al acto original, conforme a lo estipulado en el numeral 2 del 

artículo 201 de la (LPAG). 

VII. CONCLUSIONES 
 

En suma, sostengo que fue necesario adoptar la figura del Precedente de Observancia 

Obligatoria para resolver la falta de uniformidad y normativa respecto al criterio establecido 

para considerar la fecha de inicio de pago de pensión, considero que sí fue necesario 

establecer un único criterio, ya que, el Precedente Administrativo de Observancia 

Obligatoria, es aquel que, además de servir como guía, debe ser seguido obligatoriamente 

por la administración pública en casos similares. 

Asimismo, considero que el criterio establecido en el Precedente de Observancia 

Obligatoria, el cual desarrolla una primera y segunda regla sobre la fecha de inicio de 

pensión y la fecha de pago de pensión, respectivamente, fue el más beneficioso para los 
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afiliados, ya que permite a los administrados poder acceder al goce del derecho de 

solicitando únicamente lo establecido por ley para su otorgamiento. 

Finalmente, sostengo que es importante utilizar correctamente los términos de “fecha   de 

pago” y “fecha de devengado” para que el administrado pueda establecer dicha distinción. 

De esta manera, se proporcionaría una mayor claridad y precisión entre los administrados 

y la Administración Pública, beneficiando así a ambas partes. 
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